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1 N T R O D U e e ION 

Antes de inici ar e l análi sis de la Ley de la Profesión de Maes-

tro, no del maestro como algunos creen, me habia prometido par-

tir de 10 más simple, de 10 concre to, (entendiendo no tal la --

síntesis de múltiples determinaciones , la unidad de lo diverso) 

para de ahí ir alej~ndome hacia situaciones un poco mas comple-

jas , enracimando normas juridicas para buscar sus concordancias 

y contr adiccionesy coronar mi trabajo con una visi6n de conjun-

to de 10 Que la leyes , de 10 que a mi juicio deberra ser , de 

sus defectos , de sus posibles cualidades , de sus evidentes va 

cíos ~ etc. etc. 

Pero eso ser¿ imposible, probablemente por mis pocas cualidades 

y tal vez, un poco, por la exageración defectuosa que sin du 

da alguna c aracteriza a la Ley. 

Ya sólo la diferenciación entre Maestro y Educador, es realmen-

t e un problema inextricable . Y no desde el punto de vista es -

pecu18.tivo sino concretamente , desde el punto de vista del ám-

bita personal de validez de la norma. 

La gr an dificult ad en discernir la esencia de la relación 

jurídica cuando dos particulares acuden al Tribunal o a la 

Junta para aplicar la l ey al caso cuestionado y el órgano gu-

herI'.amen tal s e ca loca COTI'.O adminis trador de j us tic ia y no ca 



mo sujeto reclamado ) realmente resulta superior a n is 

zas y a mis conocimientos. 
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fuer-

El recorrer una serie de procedimientos que acaso 

participen sohretodo de lo simplemente administrativo y que 

- producir á - una serie de descripciones aburridas. y muy po­

co creativas ,deformarán mucho mi exposici6n y la llenarán 

de baches prácticos y te6ricos. 

No pu edo refugiarme en aquel famoso comentario de 

Qu e el término comunmente empleado por la doctrina administra 

tiva para de signar los problemas procesales administrativos 

es el de lo contencioso administrativo , siendo enorme la con­

fusi6n doctrinal en torno a su concepto hasta el punto de ha -

berse llegado a afirmar que es indefinible e imprecis8.b1e; pero 

si , recordarlo, para que sirva a manera de disculpa por los 

múltiples errores y debilidades aue sin duda alguna tiene mi 

trabajo. 

Pe ro si al menos , las páginas escritas riegan al­

guna luz en las oscuridades que brotan de la ley , mis prop6si 

tos estarán medianamente alcanzados. 

No he resistido la tentaci6n de hacer un cierto €n -

fasis en las luchas promotoras de esta nueva legislaci6n , 

que aún cuando no están todavia coronadas por un éxito total 
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si s on un vivo e j emplo de c6mo e l pueblo ti ene que luchar pa -

ra l a conquista de l r e speto de los derechos que l eg ítimamente 

l e corr e sponden. 

Sin duda a l guna, aún f a ltan muchas batallas de l ma 

g ist erio nacion al para arrihar a la formación de un estatuto -

que verdaderament e garantic e para e llos lo que todo se r humano 

s e me r ece en este sig lo veint e . Pero cada maestro , desde la 

cúspide hasta la base, deber¿ recordar aquella famosa frase de 

un gr an filósofo al emán , " de que los pueblos ti enen los gobie!:.. 

nos qu e s e me r ec en ' l , la que parafras e ándola podríamos transfor­

mar en la si gui ente: nLos gremios tienen la l eg islaci6n que s e 

mere cen" . 

Además e s triste y l ament ar l e el poco conocimien -

to Qu e de l a Ley y de sus poca s virtude s tiene la gran mayo­

ri a de mae stros . Muchos de e llos sufr en vejámenes , mansamen­

t e ? sin ni sj . ~ui e ra hacer uso de los flacos recursos que la 

l ey l e s proporciona . En ese orden , tal vez mi t rab a jo supla 

un tanto e se v acío. 

Lo h e dividido en cinco s e ccione s o capítulos , de 

los cua l e s tal vez e l más important e , aunque e l más breve , 

s ea e l sexto, que s e intitula Crítica General. 

Porque él contiene un a conclusi.6n a mi juicio 
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i~portantisima para mejorar la garantía del mae stro, cual es -

la de opinar que el estatuto del maestro deberia situarse en -

el ca~po nítidamente jurisdiccional , dado su conten ido eminen 

ternente laboral, y dentro de otro Pode r del Estado: el Judi-

cial ... 
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PROLEGOMENOS HISTORICOS 

ANTECEDENTES. La sustitución de los viejos principios liberales 

que fincaban en una libertad, igualdad y fraternidad abstractas, 

l a felicidad de la hUflanidad, por otros nuevos que partirían -

precisamente de la desigu a ldad entre los hombres que se plasma­

rían en un derecho distinto -conocido como derecho de clase-

fué e l producto de grandes convulsiones sociales. 

Una vez más el maná no cafa del cielo sino que brota­

ba de la sangre de los hODbres, de sus luchas, incluso de su 

muerte. 

En realidad,los ide6logos y los prácticos de la Revo-

1uci6n Francesa -probablemente con toda sinceridad- soñaron con 

la creación de un mundo luminoso y justo, emergiendo de las ti­

ni eblas feudales, como aquel que vislumbrara FRusto en la obra 

de l gen ial Goethe. 

Las masas tamb ién softaron con ese mundo. Embriagadas 

en Franci a , por ejemplo, por un Louvre convertido en ~useo po -

pular, por una Bastilla derrumbada por la voluntad del pueblo; 

'en fin, por e l gen io deslumbrante de Napoleón que hizo temb lar 

a reyes y a burgue ses, no advertian que la nueva clase que asu­

mía el poder seria tan despiadadamente o más explotadora que 

los destemp lados escudos de la no b leza parasitaria. 
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Tal vez los ingleses lo habían comprendido más pres-

to con la hermosísima ley de pebres dictada por Isabel cuyo o~ 

jetivo era aprovechar al máximo el trabajo libre y que condujo 

r~pidamente él. esas gloriosas jornadas de trabajo que alcanzaban 

hél.sta veinte horas y que atrapaban en sus fauces hasta niños a 

penas escapados de la infancia. 

Setenta y cinco afias después de la Revolución France 

sa, el proleta~iad o se había sacudido, y de qué manera, toda i 

lusión e inicia un proceso que culmina con la Comuna de París 

y que da un jaque mate a los viejos principios liberales. 

En Inglaterra, los trabajadores luchan por disminuir, 

por temperar siquiera la nueva explotación embellecida por los 

hermosos lemas de la bandera tricolor. Allí ta~bién el prolet~ 

riada escribe con su sangre hermosas jornadas que, en lo jurí-

dieo se traducen pri~ero en medidas estatales de tipo asisten-

cial, no muy coherentes, con el objetivo claro de paliar la a-

gresividad de los trabajadores, sobretodo reduciendo la jorna-

da de trabajo, y má s tarde en un derecho nuevo. 

La clase dGminante a través de sus ide6logos hizo su 

repique de campanas sefi alando que los Estados corrían el pe1i-

gro de convertirse en grandes asilos a base del trato que daban 

a mujeres y niños en las fábricas. 

En ese orden, es famoso el informe del general Van 



Horn al Rey de Prusia en uno de cuyos párrafds decia: 

n Le. utilización del trabajo de los niños 
agota prematuramente el material humano 
y no está lejano el día en que la actual 
clase laborante no tenga más substituto 
que una masa físicamente degenerada " 

7-

Los años cuarenta del siglo pasado son claves en la 

historia del Derecho de trabajo. Se dictan numerosas leyes ya 

un poco desprendidas del derecho civil clásico, el de Doumolin 

y Fo thier, que presentaban cualidades nuevas: partir del reco-

nacimiento pleno del régimen individualista liberal~ reconoci-

miento de la explotación de una clase sobre otra, es decir del 

hombre por el hombre? como ~ás tarde sefialara ~arx ; lo cual e 

ra un paso adelante. 

Continúa la lucha de los pueblos, a la que no podemos 

referirnos con detalle porque desproporcionari a este trabajo,u-

no da cuyos productos es el Derecho de Trabajo que encuentra su 

expresión más alta en la Alemania de Weimar y enel México de la 

Pevolución temprana. 

Para robustecer lo anterior no necesitamo s apoyarnos en 

textos ll demasiad.o revolucionarios ?! basta leer a n",.rio de la Cue 

va, por ejemplo, quien, siguiendo a Paul Durand y R.Jaussaud , 

autores franceses de Derecho Laboral, dice: 

" El segundo de los factores contempla­
dos por Durand y Jaussaud, es precis~ 
mente el movimiento obrero. Es el fac 
tor determinante en la formación y e~ 
voluci6n del derecho de trabajo. El -



sistema liberal capitalista de produc­
ci6n postuló dos reglas fundamentales 
Dara la ec onomía : protección de la pro 
niedad privada ... Intervenci6n del es~ 
tado para suprimir tod-a. acci6n destina 
da a impedir o estorbar el libre desa­
rrollo de la propiedad. El movimiento 
obre ro demostró que la f6rmula laissez 
-faire? laiss e z passer ~ es una de las 
grandes mentiras en el Estado liber~l , 
etc. etc. " (1) 
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Cuáles son las caracteristicas generalmente aceptadas de 

ese Derecho? 

a) El Derecho de traba jo es un derecho de clase ; b) el 

dere cho de trabajo parte del principio " tratar desi gualmente a 

los desiguales" ; c) el derecho d e tr aba jo es una conquista de 

la clase trab ajador~ ; ch) el derecho de trabajo es un derecho -

inconcluso ; d) la imperatividad del derecho de tr aba jo depende 

en gran medida d e l a eficacia del movimiento de los trabajadores 

en cuanto esssobretodo -un derecho- concreto y actual de conti-

nu a realizaci6n. 

Entre nosotros, las cosas han sucedido de igual manera 

aún cuando el reloj de nuestra historia, desde luego) sufre un 

retraso. Pero también las transformaciones jurídicas han sido 

obra de la lucha del pueblo. 

Para no analizar sino el presente siglo, rernontémonos al 

afto de 1917 cuando la cl ase dirigente salvadorefia, siente la ne 

(l)Mario de la Cueva.Derecho Mexicano del Trabajo.Tomo I,Novena 
Ed ición, Editorial Porrúa, Pag.2S. 
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cesidad social de hacer populismo y para ello crea una organi 

zación de masas que recibe el nombre de Liga Roja. Su creador~ 

el doctor Alfonso Quifi6nez ~olina. La Liga sirvi6 de base para 

que el mediocre Jorge Me léndez llegara a la Presidencia en 1919 

y más tarde el propio Quifiónez Malina. La propia clase dirigen­

te comprendió que la Liga podía tornarse peligrosa y rápidamen­

te la destruyó. 

Pero durante los afias veinte surgieron muchas organiza­

ciones de trabajadores que de hecho se ganaban su vida en el de 

recho. Tal cono lo sefiala Augusto A. Larín en su tesis de docto 

raIDiento~ durante los afias 1920-1921 estallaron movimientos --

huelguísticos en algunos grewios, entre ellos los panificadores, 

zapateros, sastres; tales movimientos eran dirigidos por comi-

tés de huelga que se formaban reediante la lucha; ésto -sefiala 

el autor- cinent6 alguna experiencia y fue antecedente para fo~ 

mar los primeros sindicatos en los afias de 1923-l924~ conquis-

tanda así nuestros obreros el derecho a sindicalizarse (2). 

El movimiento sindical salvadorefio alcanzó su máxima 

expresi6n en el afio 1923, cuando se funda la FEDERACION REGIO-

NAL DE TRABAJADORES DE EL SALVADOR, LA FRTS, que más tarde se 

uniría a la CONFEDERACION OBRERA CENTROAMERICANA> organizada 

en el afio 1926 y que por abreviatura se autodenomina COCA. 

(2)Aristides A.Larín.La Sindic alizaci6n de los Trabajadores 
en el campo. Edici6n Mimeográfiada.Pag.ll 
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La Regional de trabajadores dio sus primeros pasos en 

el combate , luchó por la jornada de ocho horas~ movilizó a los 

intelectuales, entre ellos a los maestros, dirigió a sindicatos 

embrionarios practicarnente en todo el país, también fund6 la U-

niversi dad Popular. En El Salvador funcionaban por lo menos u--

nos cincuenta sindicatos tanto en la. ciudad como en el campo. 

Hacia el fin de la década se funda el Partido Comunista 

de El Salvador. El Socorro Rojo Internacional que llega a tener 

probab lemente unos cincuenta mil afiliados, la Liga Pro Luchado 

res Perseguidos FFTS cuenta, para 1930, con unos mil quinientos 

miembros, entre e llos zapateros 9 carpinteros, panaderos y maes-

tros. 

En el año 1927 s e funda AGEUS, Asociación General ,de Es 

tudiantes Universitarios Salvadoreños. Y posihlemente se fund6 

también un grupo clandestino de j6venes comunistas. En estas or 

ganizaciones participan activamente los maestros salvadoreños. 

Luego la tragedia del treinta y dos , trece largos afios 

de aplastamiento de todas las libert ade s, de prohibici6n de las 

organ izaciones, de supresi6n de toda orotesta. - . 

Hasta llegar a 1944 un otro resur gir 9 nuevas luchas , --

nuev as derrotas y,poco a poco, se va estructurando también a --

quí un derecho nuevo,el derecho de los trabajadores. 
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Ahora bien, una de las grandes divisiones sociales del 

trabajo, la segunda en muchos casos , es la de trabajo material 

y de trabajo intelectual. Los trabajadores materiales producen 

bienes y servicios. Los trabajadores intelectuales producen, 

por lo general, solamente servicios. Estos últimos, también 

por 10 general, son mejor remunerados que los trabajadores ma­

teriales. Aquéllos forman el proletariado de cuello blanco; és 

tos) el proletariado de cuello grasoso. 

También por regla general han sido los trabajadores m~ 

teriales quienes han tenido una más radical conciencia de cla­

se y en consecuencia un espíritu mucho más fuerte de lucha.Han 

sido ellos los que han ido abriendo brecha para el trazo del 

camino de su propia historia. Los trabajadores intelectuales -

casi siempre han ido tras ellos. 

Por eso es que en nuestro país como en muchos otros -­

surge pri~ero un estatuto legal que protege a los trabajadores 

materiales y después, a veces mucho después, un estatuto pro-­

tector de los trabajadores intelectuales. 

Durante mucho tiempo, largos, muy largos años, la cla­

se dominante salvadoreña mantenía deliberadamente un statu­

qua de analfabetismo e ignorancia. Porque sobre él y mediante 

él, e levaba su táctica y estrategia de opresión. Durante si -­

glos la explotación agricola adquirió su intensidad y desplie-
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gue por esa ignorancia: mano de obra barata~ descalificada, ~ 

bundante, que no supiera ni leer ni escribir, que arrojaba u­

n~ cuota de plusvalía salvajemente alta. 

De tal manera qu e el leit-rnotiv de las clases opreso­

ras era:nQue permanezca el campesino en la ignorancia, toci 8_vía 

no tienen suficiente ma.dure z para aprendEn )' . Tan es to es as í -

que la famosa frase de Romero en los afias cuarenta, concreta­

mente en 194(, 1I~~ás escuelas y menos machetes ll
, horroriz6 a 

los terratenientes y en ello se fue la carrera política de ese 

vacilante líder popular. 

El maestro rural estaba colocado en uno de los más ba­

jos peldaños de la escala social en cuanto al urbano; el uno, 

al servicio de la pequefia clase media; y el otro, ganando sa­

larios miserables, educando a unos cuantos otros, verdaderos 

privilegiados de su clase. 

Recuérdese que hace auenas unos veinte años el índice 

de analfabetismo en el país llegaba al ochenta por ciento de 

la poblaci6n. De donde no deb e asombrar a nadie que el maestro 

}l aY J e stado durante tanto tiempo huérfano de toda protecci6n. 

Es hasta los años s e senta que la educaci6n y en conse­

cuenci a l e s ~~ :5 tro s empiezan a adquirir importancia par a la 

clase domi nante: nunca antes de ese momento la cl ase dominante 

salvadoreñ a habí a realizado un esfue rzo para penetrar espiri -
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tualmente en las grandes mayorías, para dominar intelectualmen­

te a la niñez, a la adolescencia y a la juventud, para volver -

los admir adores de los valores intelectuales, creyentes firmes 

en que el capitalismo es la estación última de la historia. Y 

e s que el desarrollo industrial en la ciudad y en el campo emp~ 

zaba a exig ir los cuadros técnicos adecuados para un desarrollo 

capitalista antinacional que expande el mercado para intereses 

extranjeros. 

Entonces adquiere i mportancia la educación a nivel na -

cional. Entonces el maestro comprende a plenitud su papel en la 

vida social. Y entonces se inician las grandes jornadas promo -

vidas por ANDES 21 de Junio que estremecieron tanto a los opre­

sores de l pueblo s a lvadoreño. 

Porque nunca ante s los maestros habían sido un gremio 

para sí. Habían participado aún con el sacrificio de su vida, 

en las más hermosas gestas: ¡Cuántos maestros y maestras caye­

ron vivando al doctor Mi gue l Tomás Molina¡ 1 Cuántos fueron a 

la huelga contra Hernández Martínezj ¡Cuántos bañaron con su -

sangre las c a lles de San Salvador en el año ': 46 " ¡ ; para ci tar 

sólo estos ejemplos. 

ANDES 21 de Junio nace, empieza a nacer , en septiembre 

de 1964. Y alcanza su realidad vivencial en el glorioso conflic 

to que aparentemente finaliza el lS de marzo de 1968. 

( 
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y de verda d que ANDES marca una nueva e t apa en la histo 

ri a del magisterio, en la historia de las luchas sociales salva 

dorefias. Nunc a antes de entonces, literalmente nunca, e l magis­

terio hab ía participado, con sus propias exigencias , ~ base de 

sus propias organizaciones, diri g idos por sí mismos. 

Quizás tiene toda la raz6n Mélida Anaya Monte s, cuando 

para definir el p as ado del magisterio nacional dice: 

" Corno sombras de un p asado que no quería 
recordar est aba la humillación, la v enta 
de títulos, de trasl ado, e l amiguismo, 
la adulación, el conformismo , la política 
partidista que lo obligó (al maestro) a 
ir a desfile s en apoyo de l gobie r no , los 
Frente s Mag isterial e s sur g idos cada vez 
que hab ía e l e ccione s (3) 

En concordanci a con 10 expre sado en el ensayo, Análisis 

de una Experienci a Nacional, publicación de l a Universidad Cen-

troame ricana José Simeón Cafias: 

11 Debe ante todo enfatizarse que la frus­
tración gremial del magisterio es asunto 
de gestación secular. }.~uy larg8. es en el 
país la historia de la deficiente situa -
ción económica y social de l a inmensa ma­
yoría de los maestros ; como larga es tam­
bién la histor ia del reconocimiento retó­
rico de la digni dad de su misión . La con­
cienci a colectiva , sin embargo, de un a -­
flagrant e contradicción entre lo qu e s e 
dic e sobre l a noble función y lo que se 
h ace por di gnificar1a 9 ha procedido más 
bien con lentitud. Habiéndose agudizado 
en los últimos lustro s por la tendencia 
gener a l a difundirs e ide as y actitude s 

(3) Mélida An aya Montes : La Segunda Gran Batalla de Andes, Edi­
torial Unive rsitaria, Priwer a Edición, Pag. 8 . 



críticas de la sociedad; y muy parti 
cularmente, en los últimos afios, po~ 
la consolidación de su organización 
gr emi a l 11 (4) 
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De tal manera que, en síntesis, el panorama ha sido el 

siguiente : por un lado l a c lase gobe rnante con el máximo des -

precio p~ra el maestro, a quien han conside rado muy poco pro -

ductivo, muy poco útil para el sistema, (allá por los afios vein 

te un mae stro ganaba de quince a veinte colones al mes) un ciu 

¿adano con posición marginal en el esquema de su dictadura; y 

por el otro, el gremio humillado, con la obligación de arras -

trarse por los corredores de pal acio para siqui era ser pagado 

( a fines de la década de los veinte y principio de la de los 

tr e inta, simplemente no se l e pagaba al maestro) o por las ca­

lles de las ciudade s en de s files de apoyo al gobierno que pre-

cis amente les opr i mía. 

Pero entonces surge l a pregunta, ¿por qué no luchaban 

para transform ar esa situación? ¿Por qué se some tían más o me 

nos mansament e a ella? ¿Por qué no s e unían para luch ar? 

En algan momento una huelga de maestros habría hecho 

sonre ír a l a clas e gobernante. En otro momento, la conciencia 

individu a lista de l maestro, que fincaba toda ruta de superación 

en la actividad particular de cada uno de ellos, no les permi -

(4) Análisis de una experienci a Nacion al. Pags. 10 7-l08 Editorial 
Le a . Pr imer a Edición. 
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tía unirse. Y generaba en ellos un oportunismo repleto de an -

siedades por transferirse de clase, por avanzar sobre los pel­

daños de la escala social, no importaba cuántas miserias ten -

drfan que acometer, cuántas humillaciones que sufrir, cuánta 

corrupción que aceptar. 

Ello vuelve más i~portante el surgimiento de ANDES 21 

de Junio. En reali dad es una transformación cualitativa en la 

conciencia individual y en la social del maestro. Es como bo -

rrar de un solo golpe ese pasado. Cómo cortar de un solo tajo 

las amarras que los unían a la burguesía y a los terratenien -

tes. 

Piénsese que ya en la década de los setenta que un 

maestro ganaba doscientos diez colones al iniciar su carrera 

y después de treinta años alcanzar el fabuloso sueldo de dos -

cientos setenta colones que según el promedio de devaluación 

significaría un salario real de unos ciento cincuenta colones, 

según l as proyecciones . 

En los últimos treinta años -desde 1941- el Magisterio 

nacional se venía rigiendo por un mismo escalafón. En 1962 -y 

no pasó de la retórica- se reconoció la docencia como carrera 

profesional a todos los niveles del sistema educativo al rati­

ficarse el Convenio sobre Unificación Básica de la Educación 

en Centroamérica y se estableció que el Escalafón Nacional del 
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Magisterio sería HEl conjunto de d isposiciones dirigidas a es­

tablecer garRntfas profesionales y econ6micas para los docen -

tes " . En 1969, el 9 de septiembre, se da la ley de La Profesión 

de Mae stro y hasta en 1971 se dicta un nuevo Esc a lafón. 

La Ley de la Profesión de Maestro es un producto nfti -

do de la primera gran huelga de ANDES 21 de Junio. Durante cin­

cuent a y ocho días los maestros y el pueblo salvadoreño se ha -

bían l anzado a las calle s para exigir un estatuto protector del 

maestro. Se produjo una seri e de acontecimientos sin preceden -

tes en l a historia del país: la toma del edificio de l Ministe -

rio de Educación, los mitine s allí hasta las doce de la noche 

las huel gas de la construcci6n, las pequeñas barricadas, las d i 

minutas zona s urb émas liberadas, los dramáticos entierros dé 

los obreros a s esinados, Saal Santiago Contreras y Osear Gilber­

to Martínez, el ap oyo decidido y sin reserv as de l estudiantado 

salvado r eño y de la Universi dad Nacional, luego el f ina l, las 

conclusi ones: un desarrollo concienci a1 de l maestro, un 

pIe en el espíritu de lucha del puehlo y una Ley de protección 

gremip.l. 

El segundo c apítulo es un poco m¿s compl e jo, hay toda­

vía zon as oscuras que no pretendemos cl arificar en este ensayo. 

Si en el primero s e luch& por la Ley, en el segundo se lucha 

por e l Escalafón ; si en el primero los resultados eran un tanto 

intang ibles ; en este, los resultados tendrían que traducirse en 
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dinero; si en el primero el gobierno no tenía mucha experiencia 

en manejar este tipo de conflictos ; en el segundo, usaría todas 

sus argucias y armas aprendidas. 

Presentamos aquí el calendario de los hechos más impor-

tantes, según AN DES (5) 

1 

(Calendario según ANDES) 

Año : 1971 

Enero 14: Después de un año de preparaci6n, ANDES presenta su 

Proyecto de Ley de Escalaf6n a la Asamblea que se com 

promete a estudiarla para un plazo de 3 meses. 

Feb. La Asamblea se autoconcede un plazo de un año para es 

tudiar el proyecto. 

Abril 14: Transcurren los dos meses concedidos inicialmente por 

la Asamblea. 

Abril 30: Paro de un día. Manifestaciones en toda s las cabece -

ras departa~entales. La Asamblea se compromete a dis­

cutir el Proyecto en la primera semana de junio. 

Mayo La Asamblea fija el 7 de junio para discutir el pro -

(5) Para quien desee una informaci6n prolija de los hechos,con­
sultar con el Libro de Universidad Centroamericana José Si­
meón Cañ<'s, anteriorment e citado . (Págs.ll y Sigt::..) 
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yecto. 

Junio 2 ANDES ordena paro de un d ía a todos sus afiliados. 

Junio 3 El Ministro de Educaci6n Béneke, se opone al Proyec­

to presentado por ANDES. 

Junio 10: Corte de Cuentas pide al Ministro de Educaci6n la 

lista de Profesores que p articiparon en el paro para 

proceder al descuento correspondiente. ANDES DECIDE 

DECRETAR HUELGA GENERAL. 

Julio 9 Empieza la huelga general en todo el país. 

Julio 16: La Asamblea Legislativa aprueba en tiempo record una 

Ley de Escalafón Magisterial presentada por el Mini~ 

terio de Educaci6n y dej a a un lado e l Proyecto de 

ANDES. 

Julio 29 : Se promulga el Decreto 390 que sanciona severamente 

a los Maestros Huelguistas, que r e formaba la Ley de 

Profesi6n de Maestro. 

Agosto 13 : Primer paro obrero de apoyo a ANDES. 

Agosto 17: Segundo paro obrero. 

Agosto 31: Termina la Segunda huelga de ANDES. 

De es a forma se inicia desde un punto de vista jurídico , 
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un nuevo período en la historia del maestro. Este cuenta, al m~ 

nos teóricamente con instrumentos legales para defenderse: La 

Ley de Profesión de Maestro y La Ley de Escalafón. 



EMISION DE LA LEY DE PROFESION DE MAESTRO 

a) MOTIVACION POLITICA.- Evidentemente, la clase gober-

nante al emitir la Ley se planteaba dos objetivos políticos: 1) 

cumplir con una promesa arrancada por la fuerza a través de la 

primera gran huelga de Andes, tranquilizar a la masa magiste -

rial; y 2) ofrecer normas jurídicas que permitieran volver nug~ 

torios los más importantes derechos del maestro. 

Los dos primeros considerandos de la Ley son muy elo 

cuentes en ese sentido: Que el Estado debe reconocer en el maes 

tro al profesional que contribuye para elevar la cultura y el 

prestigio del pueblo sa1vadoreñ.o y nQue los derechos que se con 

fieTen al maestro, deben significar garantías de responsabilj -

dad profesional y firme propósito de educar con eficiencia y 

dignidad" . 

Una vez más, el Considerando o los Considerandos esen -

ciales quedabantras bambalinas. No se podía decir en la Ley 

que uno de sus objetivos era apaciguar el espíritu combativo 

del maestro, crearle ilusiones, etc.etc. Tampoco podía decir 

que el maestro se venia convirtiendo 2 esas alturas de desarro-

110 de l proceso económico social en un agente un poco más impo~ 

tante en el sistema. Que la industrialización en l a agricultura 

exig ía mano de obra por lo menos alfabeta y en muchos casos a 

nivel de sexto grado. Que la industrialización en la ciudad sin 
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duda alguna exigía mano de obra por lo menos a nivel de sexto 

grado y en muchos casos a nivel de bachillerato industrial o de 

plan básico. Que existía ya preparada una Reforma Educativa que 

con toda claridad diría: 

IISe debe aumentar en gran escala el número de au -
las en las escuelas rurales.Al momento, cerca del 
60 por ciento de las escuelas rurales tienen sola 
mente un aula y la mayoría de éstas sirve para dar 
clases a dos y tres grados ... se recomienda eli­
minar esta deficiencia por medio de un programa de 
construcción que de prácticamente a cada escuela 
un mínimo de tres aulas y una política ministerial 
que aliente el uso máximo de las aulas, y donde sea 
necesario, el empleo de profesores con doble turno 
pagando a los profesores un salario adicional por 
la ensefianza de ambos ... el agro salvadorefio EXIGE 
UNA NUEVA POBLACION MEDIANAMENTE EDUCADA ... (6) 

La clase dominante estaba desesperada ante el desastroso 

estado de la educación que la volvía inservible para sus propó -

sitos de explotación. De la misma manera que Von Horn temía que 

Prusia se convirtiera en un Asilo de inválidos por la cruel ex-

plotación de que eran víctimas los nifios, las mujeres y los jó -

venes, el eficiente agente de la clase gobernante, Béneke, con 

cinismo increíble declaraba que HEs imposible ilustrar entre mi-

llón y medio de adultos ~n alfabet G s porque la naci6n no tiene re 

cursos econ6micos. Entonces decidimos olvidarnos de ese problema, , 

en 20 afios más o menos no tendremos analfabetismo y los escasos 

hombres y mujeres que para ese entonces vivieran sin leer ni es-

(6)Diagnóstíco Estadístico y Proyecciones de la Educación Prima­
ría en El Sa1vador-Doc.l Reforma Educativa Pag.20. 
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cribir serían tan viejos que no lo necesitarían". 

Por ello la Ley de Profesión de Maestro, venía a ser el 

corol~rio nítido de los objetivos político-educacionales de la 

Reforma Educativa: a) Promover la formación del hombre fundándo 

la en el contacto permanente con sus más altos bienes cultura -

les y valores éticos, lógicos, sociales, religiosos, estéticos 

y Gtiles; b) Cre ar costumbres, tradiciones y formas de vida a -

preciables como biene s de cultura y her edables de generación en 

generación ; c) obtener el conocimiento del mundo y la organiza­

ción de la vida humana, a través de los métodos de la ciencia y 

en fin enseña r a reconocer en el proceso socio-político de l pa­

ís la EXISTENCIA DE BIENES Y VALORES INCONMOVIBLES , en razón 

de la permanencia que les ha dado su larga historia y valores 

que pueden r evisarse y ser recreados. 

b) MOTIVACION JURIDICA.- Se ha dicho que legislar es, 

precisamente, decretar leyes que al mismo tiempo que conceden 

derechos dejan las puertas abiertas de par en pa r para negarlos. 

Esto e s dramá t icamente válido para l a Ley que será objeto de es 

te estudio. Un conjunto de normas jurídicas que aprisiona al 

maestro, que 10 coloca dentro de un zapato chino del cual no 

puede escap ar y que, en este caso, no le deforma los pies sino 

que la mente y sus actividades. Existe todo un conjunto de san­

ciones que le colocan casi inerme ante los hechos, apenas defi­

nido por un muy poco operante Tribunal de la Carrera Docente. 
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De cierta forma el propio Considerando terce ro de esa 

Ley lo declara : " Que el Gobierno de la República está interesa 

do en que se dicten normas necesari as para dar a l maestro la -­

protección, la seguridad y el bienestar a que ti ene derechol? 

Por otra part e, desde e l punto de vista estrictamente 

jurfdico, el Gobierno de l a República estaba en la obligaci6n 

de dictar tanto la Ley esta , como la de Escal a f6n, en cumpli -

miento del Conveni o sobre Unificación Básica de la Educación en 

Centro américa, al que en otro sitio hemos he cho a lusión. Y lo 

estaba también, en virtud del compromiso adquirido en la prime­

ra gran huelga de ANDE S . 

La emisión de la Ley implicab a también un atrape del 

maestro dentro de las fauces del Pod er Ejecutivo, un Scila, pa ­

r a eventua l mente caer en las f auces de l a Corte Suprema de Jus­

ticia, su Caribdis. Porque toda su estructura 9 tal como examina 

remos más ade lante, parecía J e stinada a situar l a actividad de 

l a Ley dentro del área de lo contencioso-administrativo, que 

conduce eventualmente por la ví a del Amparo a la Corte Suprema 

de Justicia, sinónimo demasiado a menudo de l a negación de lo 

actuado por el Tribuna l administrativo. 
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E S T R U C T U R A D E L A L E Y 

A) OB.JETIVOS.- Los objetivosQ..sl'ecificos de la Ley apar~. 

cen disefiados en su Art. 10. que a la letra dice: 

Art.lo.- La presente Ley tiene por objeto: 
a) Regu]ar las relaciones del Estado con los educad~ 

res al servicio del mismo, de las instituciones o 
ficiales autónomas o serniaut6nomas, de las munici 
palidades y de los particulares; 

b) Incrementar y garantizar la educación, así como 
los intereses de los alumnos y padres de familia, 
mediante la selección y promoción del personal do 
cente sobre la base de méritos y aptitudes; -

c) Regular los derechos y obligaciones de los educa­
dores; 

d) Garantizar la protección de los educadores median 
te el establecimiento de un régimen disciplinario 
equitativo y justo. 

La ley resulta ,según esos objetivos, un instrumento idó 

neo para regular l~s relaciones de trabajo, pero al mismo tiempo 

tendrá que contener una serie de principios de justicia y de se-

guridad social, de defensa y ga rantia de la profesión. En el cum 

plirniento de sus objetivos gen erará obligaciones para el Estado 

Titulo 11, Capitulo 1, Arts. 4, S Y 6 .Derechos para el educador 

Título ielem, Cap. V., Arts. 17! 18 Y 19 ; Y Título III « Obli 

gaciones para los educadores Titulo 111 ? debidamente sanciona -

das en el Título IV. 
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Por otra parte estructura determinados principios de g~ 

rantía para el ejercicio de l a docencia Título 11, Cap. VI Arts. 

20 Y sgts. que crea un Tribunal Calificador como organismo que 

selecciona a los docentes ap tos para cargos y pl azas y otorga -

miento de becas. 

Además c~be seña l ar que lo s principios de disciplina de 

cuya exacta observancia es r espons ab l e el , Tribuna l de la Carre -

ra Docente;y tambi~n 1 concurso de autoridades de educaci6n y 

mae stros a efecto de lograr el éx ito de la Ley en comento. 

Sin embargo, la falta de experiencia y práctica de un 

régimen nuevo para dar lugar y de hecho da a que tanto las .Jun-

tas de la Carrera Docente~ los Maes tros r el Ministerio de Educa 

ci6n, los Padres de Fami lia, etc . no encuentren el v erdadero --

sistema disciplinario Que l a ley quizo imp lantar con el consi -

gui ent e deterioro del orcen disciplinario escolar . El Tribuna l 

de la Carrera Docente, máximo organismo normativo y Judicial de 

l a Ley de la Profe si6n de Mae stro , habrá de encontrar los med ios 

para el mejor funcionamiento de las Junt as , en el preciso bene-

f icio de los educando s y de los educadores. 

De sde acá debemos rel acion ar el literal a) de es t e Art. 

1 con el Art . 2 del C6d igo de Trabajo actualmente vigente: 

Art. 2. Las ~isposiciones de este C6digo regulan: 
a ) Las re l ac ione s de tr abajo entre los patronos 
y tr abaj ado r es privade s y: 

~ 
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b) Las r e laciones de trabajo entre el Estado, 
los Municipios,Las Instituciones oficiales, Au 
tónomas y Semiautónomas y sus trabajador es. 

No se aplica este Código cuando la r elación 
que une-al Estado , Municipios e Instituciones 
Oficiales Autónomas o Semiautónomas, can sus 
servidore s, fuere de carácter público y tuvi e ­
re su origen en un acto administrativo, como 
el nombramiento en un empleo que apar ez ca esp~ 
cíficamente determinado en la Ley de Salario 
con cargo al Fondo General y Fondos Especia -
l e s de d ichas Instituciones o en l os Presupues 
tos Municipal e s ; o que la relación emane de un 
contrato para la prestación de servicios prof~ 
sionales o técnicos. 

Como puede fácilmente observarse desde ac¿ empieza a sur 

gir un problema grave, que más tarde examinaremos con la debida 

profund i dad . 

¿ Las rel a cione s entre el Estado , Municipio, e Institucio 

nes Oficiales autónomas y semi autónomas son o no relacione s la-

ho r a l es .?¿Será o no correcto colocar un conjunto de disposiciones 

como Capítulo especial de l Código de Trabaj&¿ O em itir una Ley 

de Protección a la Carrera de Maes tro, e scapada ya de l Poder E-

jecutivo para ingr e s ar a las rel ac ione s típicamente jurisdicci~ 

na l e s .? 

0, si fo r mu lamos la interrogante de otra manera, podrí~ 

mos decir, es objetivo de la Ley que comentamos regular relaci~ 

nes l abo r a l es o rel a ciones administrativas, cuy a r e spue sta tie-

ne y tendrA una gran import ancia dada y no dada l a r ea lidad ju-

rídica existente en nues tro país. 
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Dejamos para adelante consideraciones particulares minu 

ciosas sobre esta materia de suyo escabrosa y que tantos desve­

los ha provocado en los estudiosos del derecho. 

b) M1BITO PERSONAL DE VALIDEZ.- Nos iniciamos acá, co -

mentando el Art. 2 de la Ley, en el cual establece que será ap1i 

cable: a) A los educadores que desempeñen cargos de docencia,dl 

rección en centros educativos~ supervisión y orientación educa­

tiva o vocacional y cargos de técnica pedagógica al servicio del 

Ministerio de Educación en los niveles pre-primario, primario, 

medio, superior~ no -universitario y especial; b) A los educa­

dores particulares en todas aquellas materias que no estén reg~ 

ladas por el Código de Trabaje, y que tengan relación directa 

con l a capacidad para el ejercicio de la docencia y c) A los e­

ducadores jubilados. 

Cabe señalar en primer lugar que a pesar de que la Ley 

se llama HDe la Profesión de M8.estro !l en su contexto ni una so­

la vez habla de Maestro. El Legislador prefirió utilizar el con 

cepto educador. Ahora bien, ¿Qué es maestro? ¿qué es educador? 

La Ley no 10 dice, claro las definiciones han sido suprimidas 

de los Códigos Modernos. Esa materia queda para la doctrina. Pe 

ro segün la doctrina¿cuál es la respuesta a 21uellas interroga~ 

tes. ? 

Mae stro, como adjetivo es 10 principal o más importante. 



29-

También es el animal que hace lo que se le ha enseñado. O produc 

to u obra de mérito extraordinario. 

Como sustantivo, es QUIEN SE DEDICA A LA ENSENANZA' DE U­

NA CIENCIA ARTE U OFICIO ; el que tiene título que le faculta pa­

ra ensefiar. Más por antonomasia significa maestro de escuela. A 

demás Maestros los hay muchos: Maestro Aguañ6n, de Altas Obras, 

de Armas, de Artes y Oficios, de Balanza,de Ceremonias, etc.etc. 

Quizás por esa variedad de acepciones el Legislador usó 

la palabra educador, en el contexto de la Ley, y se olvidó de 

la usada en el Título de la misma, podría afirmar cualquier pe~ 

sona. Pero la verdad es que averiguar a que educadores quiso re 

ferirse es también muy difícil. Porque educador es quien educa: 

sea el padre o la madre, o el maestro. 

Educar, es desarrollar o perfeccionar las facultades i~ 

telectuales físi . asy morales, el espíritu cívico y el gusto ar­

tístico, singularmente en la infancia y en la juventud. Por otra 

parte debemos recordar la diferencia que existe entre educar e 

instruir, y que muchos señalan a la educación en ref erencia a 

la conducta y a l a instrucción referida a los conocimientos. 

La cuestión no es simplemente ir6nica. El bachillerato 

diversificado da lugar a una serie de nuevos maestros: de pesca, 

de teatro, de mecanografía, de nado , de atletismo, de foot-ball, 

etc. etc. ¿Están estos señores comprendidos o no en la Ley que 
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comentamos? . 

Aparentemente el problema está resuelto de una manera 

formal en los Arts. 3 y 10 que a la letra dicen: 

Art. 3.- A partir del mes de enero de 1970, todos los educadores 
que desempefien cargos de los enumerados en el literal 
A) del Art. anterior, al Servicio de toda Instituci6n 
del Estado, Instituciones Oficiales Aut6nomas y Semiau­
t6nomas, y Municipales, pasarán a formar parte del per­
sonal al servicio del Ministerio de Educaci6n. Se exce~ 
tGan Gnicamente los educadores oue laboren en Centros 
de Ensefianza dependientes de lai Instituciones antes di 
chas s dedicados a la formaci6n de sus miembros o de su­
personal y los educadores que sin título pedagógico en­
señen oficios manuales. 

A los Educadores a que se refiere este artículo, en tan 
to nc pasen al servicio del Ministerio de Ecucaci6n se 
les aplicará la Ley del Servicio Civil, no obstante que 
dich a ley actualmente los excluye. 

Art. 10.-El Ministerio de Educaci6n llevará un Registro de Edu -
cadores en el que se inscribirán todos lós educadores 
que de conformidad a esta ley estén aptos para el ejer­
cicio de la docencia. 

En este registro se consignará además de los datos pe~ 
sonales del educador, los siguientes: 

a) Titulo que acredite sus estudios; 
b) Tiempo de servicio; 
c) Ascensos obtenidos; 
d) Cargos desempeñados. 

Estos artículos est§n en relaci~n direct~ con el Art.lS 

~n la parte que: dice; "A partir Je la vigencia de la presente 

ley) e l Estado, las ~!uniciralidades y los centros de enseñanza 

particulares únicamente podrán contratar o ingresar educadores 

inscritos previamente en registro de educadores 1¡. 

De donde tendríamos que concluir que !l Educador ¡¡ es todo 
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aquel que est~ inscrito en el Registro de Educadores. Pero aGn 

asi quedaria sin respuesta 9 la subsiguiente inte rrogante ¿quie­

nes debe n s e r inscritos en tal Reg istro? . Cuya respuest a re a l­

mente no e s muy fácil. 

Ahora tra t aremos de e stahlece r , cuanc o a un "educador n 

s e le aplica l a Ley que coment amos;y cuando el C6digo de Trabajo. 

En p rimer lugar tenemos como totalmente excluidos del 

C6digo de Trabajo a) los nombrados por un 6rgano del Estado ; b) 

Los nombrados por 6rganos de las Instituciones Oficiales Aut6 -

nomas y Semiaut 6nomas; c) Los nombrados por las Municipalidades 

Y .. ch) a los edu cado r e s jubil ado s . (Art. 2) 

En segundo lugar tenemos como relativamente excluidos: 

los educadores particulares en todo aquello que tenga relaci6n 

directa con la capacidad p~ra el ejercicio de la docencia. 

El otro sujeto que la ley contemp la es evidentemente el 

nEstaco!! por medio del Ministeri o de Educaci6n , a quien impone 

un conjunto de debere s yR precisados con anterioridad en esta 

tésis. 

c) AMBITO ~J,ATERIA.L DE VALIDEZ. -Como hemos podido ver e l 

ámbito material de validez de la ley, lo encontramos en sede de 

las rel aciones laboral es entre los "educadores"y "El Estado l1 .Pe 

ro además la Ley regula un determinado tipo de relaciones entre 



32-

No nos cabe ninguna duda de que el primer ámbito es la­

boral, ya que reúne estrictamente los requisitos de esa materia. 

Se ha caminado muchc a la búsqueda de un elemento dife -

renciador de la relación laboral de trabajo. Desde la célebre 

definición de Pau1 Pic : "Contrato de trabajo es aquel por vir­

tud del cual, una persona se obliga a ejecutar por cuenta de o­

tra , la cual, a su vez, se obliga a pagarle durante el mismo 

ti cIT:p o el salario convenido o fijado por la costumbre, o el uso, 

los trabajos Que entran en su profesi6n u oficio '! . Pasando por 

aquella que buscó la diferencia especifica de la rel a ción de tra 

bajo en l a naturaleza del servicio prestado, hasta arribar a la 

casi unánime contemporánea, que hace referencia constante a la 

subordinaci6n del trabajador al pa trono y encuentra en ella el 

elemento diferenciador de la relación individual de trab a jo. 

Desde luego nadie se a treverá a tratar de excluir la re­

lación que comentamos del ámbito laboral en raz6n de que el fl edu 

cador " realiza un trabajo eminentemente intelectual, y a que la 

gran mayorfa de los C6 digos, el nuestro incluso, no admite dife­

rencia alguna~ en ese orden. 

Mayor dificultad presenta el establecer la naturaleza 

de la relación jurfdica comprendida en el ámbito de la Ley, cu a~ 

do tiende 8. solucionar la problemática planteada entre II Educado-
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rest; y "Educadores n
• Examinemos una situación concreta. 

En la Escue la ¡;X n , la Educac ión Pr imar i a, un "Educador H 

con cargo de auxiliar llega a sus labores portando armas de fue­

go. El Director, en su carácter personal, demanda al subalterno, 

ante la Junta de la Carrera Docente del circuito escolar respec­

tivo, por juzgar que se ha tipificado una falta dentro del Régi­

men Disciplinario, comprendido en el Art. 37 de la Ley, literal 

Q, y pide como sanción que el maes tro infractor sea suspendido 

por dos dí as sin Boce de sueldo. 

0, todavia más claro: En la Escuela X, la Educación Pri­

mari a, el Director del establecimiento coarta el derecho de libre 

asociación gremial de los Educadores. El personal docente, como 

consecuencia, 10 demanda ante la Junta competente, por estima r 

que se ha tipificado la falta contemplada en el litera l e del 

Art.37 de la Ley. Lo que podría dar como resultado una sentencia 

en la cual se condene a dicho Director~ desde amonestación h est a 

suspensión sin goce de sueldo. 

E incluso en el caso de reincidencia, llegar al despido 

y hasta l a inhab ilitación , es decir, la prohibición impuesta al 

infractor de ejercer la docencia al servicio del Estado, Munici­

palid2des y Particulares, en todos los niveles educativos reco­

nocidos por la presente ley, cuando se conside re que el ejerci­

cio de l a docencia por parte del infr actor representará un grave 
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riesgo pare los alumnos o compañeros de trabajo o cuando la fal­

ta por la que le sancione sean de tal gravedad que 10 vuelvan in 

digno de eiercer la docencia. 

Ahora bien, incursionemos un poco en la doctrina. En un 

régimen administrativo las pretensiones de los interesados, no 

se satisfacen normalmente según las habituales f6rmulas del pro 

cedimiento, ya que como 10 dice Cambiere , "La autoridad adminis -

tr a tiva es el primer juez, e l juez natural de los actos de sus 

agentes ; retiene los atributos de la justicia y se reserva juzgar 

las causas que interesan al funcionamiento de los servicios pú-

blicos" . (1) De donde estos privilegios impiden la obligaci6n 

de la Administraci6n pública en acudir a la sentencia y basta la 

manifestación de voluntad del 6rgano administrativo para que se 

haya generado una norma concreta con fuerza de ejecución. 

De donde estas relaciones deducidas de los casos concre-

tos que hemos expuesto no son mera o puramente administrativas 

ya que exigen el incoe de una acci6n, un procedimiento, una sen-

tencia s en suma de un Tribunal específico. 

Veamos ahora las característica de lo Contencioso Admi-

nistrativo: Se gún Guillermo Cabémella, 'IEl juicio contencioso 

administrativo es aqu e l en que uno de los litigantes es la Admi-

(l)Principios de 10 Contencioso Administrativo. Bruselas 1961 P. 
76. 
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nistración Púhlica o sea el Estado, una Provincia, Municipio u 0-

tra corporación similar y el otro un particular o una autoridad 

que reclamen contra las resoluciones definitivas de aque lla, que 

causan estado, dictadas en uso de las facultades reglada s y que 

vulneran un derecho o un interés de carácter administrativo es -

tablecido o fundado, en ley, decreto, reglamento u otra disposi-

ción pre existente !1 . (2) 

Jesús González Pérez, al examinar lo co~tencioso adminis 

trativo llega hasta decir que la confusión doctrina l es enorme 

en torno a su concepto hasta el punto de llegar a ser indefini -

blc. (3) 

El mismo autor enumera asI los significados atribuidos 

al concepto: a) Como litigio administrativo; b) Como acción ad-

ministrativa; d) Como institución destinada al examen de las pr~ 

tensiones administrativas. (4) 

Eduardo Tenorio dice: !tEn nuestro medio no existe el 

Contencioso Administrativo entendido en el sistema judicialista, 

(2) Guillermo Cabanellas, Diccionario de Derecho Usual, pág. 453 
correspondiente a II Juicio Contencioso!!. 

(3) Y (4) Jesús González Fé rez, Derecho Procesal Administrativo 
Tomo I Segunda Edición~ Editado Instituto de Estudios PolI­
tico Madrid 197 4 págs. 107 y sigts. 



36-

e s decir, en el modo o forma que nosotros consideramos más ade­

cuado y conveniente para garantizar los derechos e intereses le­

gitimas de los administrados. Tampoco existe en forma tajante 

Tribunales contencioso administrativos que ejerciendo jurisdic -

ci6n delegada, es decir. independientes de la administraci6n ac-

tiva pero extrafios al poder judicial puedan conocer de todo or -

den de demandas planteadas contra la Administraci6n Pablica . Pa-

ra que existiera esa clase de organismos, tendrian que ser crea-

dos por una disposci6n legal y en cuanto a los de tipo jurisdic-

cional tendria que atribuirse esa clase de competencia por medio 

de un precepto constitucional puesto que sin un texto constitu -

cional que asi ]0 determine, podria considerarse que se ha inva-

dido la esfera de atribuciones de otro poder del Estado" . (5) 

Tentativamente podriamosasumi r que la esencia del conten-

cioso administrativo, desde el punto de vista material: existe 

contencioso administrativo cuando hay una controvers ia entre un 

particular afectado en sus derechos y la Administraci6n ; con mo-

tivo de un acto de esta altima. 

REGI MEN DE SANCIONES . - La Ley en comento en sus articulos 

38 Y sgts. establece que a las faltas cometidas por los educado-

res , en el ejercicio de sus funciones se les impondrán sanciones 

(S) Jorg e Eduardo Tenorio ¡' El Contencioso Administrativo en el 
Salvador, Tesis doctoral, 1970 pág. 36 Y sgts. 
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principales y accesorias. Las sanciones principales son: amonesta 

ción, suspensión sin goce de sueldo, despido; y las accesorias -­

son: el traslado disciplinario y la inhabilitación para el ejerc! 

cio de la docencia. Las sanciones, se aplicarán segan el sano cri 

terio de la Junta de la Carrera Docente, organismos que al sente~ 

ciar deberá tomar en cuenta la gravedad del hecho , el estado anf­

mico del infractor y las circunstancias y condiciones en que la 

falta se cometió. 

La graduación va desde la falta leve que amerita amonest~ 

ción, la que puede adoptar forma verbal o escrita para hacerle sa 

ber al infractor la falta cometida y las consecuencias de la mis­

ma y se le conmina a la ve z a que no vuelva a cometerla so pena 

de reincidencia. Ya que en este altimo caso se originaria una san 

ción de mayor gravedad. La suspensión sin goce de sue ldo se imp~ 

ne a la falta que ? i en grado tal no fuere suficiente al restableci 

miento del orden docente, la amonestación del infractor y que por 

otra parte no amerite el despido del educador". 

La suspensión sin goce de sueldo consiste en la separación 

de uno o noventa dias del educador de l cargo o empleo que desem -

pefia sin que esto implique pérdida de derechos, pero si comprende 

la no devengación de salario alguno. 

El despido del educador opera en la comisión de faltas 

graves que conlleven al quebrantamiento del orden docente o dere­

chos de los educadores y consiste en la cancelación del nombra -
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miento y separación definitiva del c argo. 

La ley plantea tres causales de despido: a) la reinciden­

cia en faltas graves que debieran sancionarse con suspensión; b) 

la incap acidad profesional manifiesta del educador y¡c) el aband~ 

no de labor e s, sin justa causa o la propaganda de actividades po­

líticas partidaristas den tro de los centros educativos, siempre 

que durante los seis meses anteriores se hubiere impuesto al in -

fractor una sanción por igual motivo. 

Las sanciones accesorias van siempre unidas a una prici -

palo El traslado disciplinario va unido a la suspensión sin goce 

de sueldo. Y la inhabilitación para el ejercicio de la docencia 

va unida al despido del cargo o empleo. 

La primera) o s ea el traslado, consiste en cambiar al e­

ducador a otra oficina o centro docente o l o calidad , según la gr~ 

vedad de la falta. 

La segunda o sea la inh ~bilitación, consiste en la prohi­

bición impu8sta a l educador de ejercer la docenci 2 en todos los 

niveles ya sea a l servicio del Min isterio de Educación de centros 

particulares o municipales. 

Tiene carácter permanente pero el educador previos los 

trámites y requisitos que establece la ley puede lograr su reh a ­

b ilit ación. 
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Para ello la ley exige un proceso especifico al cual ha­

remos ref erencia más adelante. 

Las caus a s especificas que provocan la inhabilitaci6n son: 

a) Comisión de actos de inmoralidad en los Centros Docentes o Lo ­

cales de Trabajo o fuera de éstos, cuando se encontrare el educa 

dor en el desempeño de sus funciones; b) por la observancia en 

su vida privada de una conducta notoriamente viciada; e) por coar 

tar e l de recho de libre asociación gremial de los educadores; d) 

por exigir o recibir dádivas o cualquier servicio para gestionar, 

influir o concede r nombrami en tos, traslados~ permutas, pruebas, 

califica ciones, titulos, certificados de promoción, inscripciones. 

as censos escalafonarios, equivalencias de estudios, o cualquier 

acto propio de l a carrera docente y e) por la aplicación - a los a­

lumnos de castigos corporales o infamantes. 

REGIMEN DE RECURSOS.- El procedimiento ordinario para co­

nocer de las faltas que contempla la ley, es sumario, y lo esta -

blece en los Arts. 57 y sigts. 

La demanda deberá ser escrita y acompañarse de una copia, 

expres ar claramente el nombre del educador demandado, la relación 

de los hechos y peticiones en términos precisos de la sanción que 

s e considera debe imponerse. Admitida la demanda y si la sanción 

principal pedida fu e se de suspensión o despido la Junta la noti­

ficará inmedi atamente al demandado, haciéndole entrega de la co­

pia Je la demanda, y dándole un plazo de tres dfas más el término 
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, de un d f a c ada veintic i nco ki16metros en caso el demandado traba­

jare 'a mayor distancia del lugar donde desempefie su l abor o em -

pleo, si no fuere encontrado personalmente o en el lugar sefiala­

¿o ; si e l educador desarrollare sus actividades en varias circuns~ 

cripciones se no tificará a la oficina princip a l inmediata de la 

que dependa; vencido el anterior plazo s i el demanda do n o comp a­

r ec i ere a contestar oponi6ndose a la demanda o manifestare expr~ 

sament e su confonnidad que dará lista la causa para sentencia a m~ 

nos que dentro de t e rcero dia vencido compruebe ante la Junta ha­

ber estado imped i do por justa causa, en cuyo caso podrá contestar 

en el mismo dia o dentro de los tres dfas siguientes . 

Si el educadrir demandado se presentare dentro de los tres 

d f as siguiente s opon iéndos e a la demanda o pidiendo se prueben 

les hechos, se abrir§ a prueba la causa por el t~rmino de ocho 

df as ; vencido e l t~rrnino probatorio o transcurrido el plazo para 

con testar la damanda sin que el demandado comparezca, deberá pro 

nunciarse s ente nci a dentro de los tres dfas siguientes. 

Los Recursos que la l ey contempla son los siguientes: a ) 

ape l ación ; b) de revisi6n ; Arts. 70, 73. 

El recurso de Apelación, se interpone de las sentencias 

pronunci adas por l a Junt a para ante el Tribunal de la Carr e ra Do­

cente y puede int erponerse en el acto de la notificaci6n o dentro 

de los tr es di a s h¿biles s i guientes; cuando se recurre en el acto 

de l a notificaci6nhastará que el interesado exprese su deci : Lón 
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de recurrir, escribiendo junto a su firma expresiones como apelo, 

recurro, o cualquier otra semejante. 

Interpuesto el recurso, la Junta debe resolver sobre s u 

admisión y caso fuere procedente 10 admitirá y con noticia de pa~ 

tes rcmitir§ los autos al Tribunal de la Carrera Docente, en el 

mismo día sin otro trámite ni diligencia. 

Uno de tantos vacíos de la ley consiste en no establecer 

01 recurso de hecho establecido en el Art. 1028 Pro "Negada la a­

pe laci6n por el Juez debiendo haberse concedido, podrá el apelan­

te presentarse al Tribunal Superior dentro de tres dias contados 

desde el siguiente al de la notificación de la negativa, más el 

tél'mino de la distancia, pidiendo que se le admita el recurso!r. 

Sin embargo, el Tribunal de la Carrera Docente, ante un 

caso de den ~ gación de la apelación por una Junta concedió la ape­

laci6n aceptando un recurso de hecho interpuesto por un educador, 

ap lic2ndo una interpretaci6n extensiva al Art. 65 de la ley en ca 

men to que a la letra dice: en Sl]. inciso segundo: !lEn lo que no e s 

tuviere expres2.mente preceptuado respecto a las diligencias de 

prueba se efectuará en la forma que prescribe e1C6digo de Proce­

dimientos Civil e s l
! • 

Introducido el recurso en el Tribunal, las partes deberán 

dentro de los cinco días de notificada la admisión del recurso -­

comp a rec e r por escrito al Tribunal de la Carrera Docente haciendo 
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las alegaciones y aportando las pruebas que estimaren convenientes. 

El Tribunal resolverá el recurso con la vista de los au -

tos y sin más pruebas q4e las anteriormente referidas y .las que -

de oficio considere indispensables para mejor proveer, pronunciá~ 

do sentencia dentro de los cinco dfas siguientes. 

La sentencia del Tribunal se concretará a confirmar, modi 

ficar o revocar la sentencia de primera instancia, dictando en c~ 

so de revocaci6n la que correspondiere. Esta sentencia no admite 

ningün recurso. Sin embargo y aplicando el Código de Procedimien­

tos Civiles, e l Tribunal ha sentado la jurisprudencia de conceder 

los recursos a que se refiere el Art. 1086 - 1087 del C6digo de 

Procedimientos Civiles que a la letra dicen: "Las partes pueden 

pedir explicaciones de las sentencias, segün lo prevenido para el 

mismo caso en el Art. 436 (recurso de explicaci6n)". "Estas expl,i 

caciones deberán darse previa audiencia de la parte contraria pa­

r a el siguiente dia, por los mismos jueces que fallaron la causa, ' 

aün cuando algunos hub iesen sido suspensos o estuvieren enfermos 

o ausentes, pa ra cuyo efe cto se les pasarán los procesos" . 

El Art. 73 establece expresamente ~l Recurso de Revisi6n: 

"Las sentencias en que las Juntas acordaren el despido de un edu­

cador, ser§n siempre remitidas en revisi6n al Tribunal de la Ca -

rrera Docente ll 
• [ste recurso de revisi6n es una modalidad espe -

cial, ya que en los Procedimientos Civiles tiene otra calidad;la 
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Junta tiene la obligación de enviar los autos al Tribunal ; intro­

ducidos los autos se presume que el Tribunal deberá sentenciar in 

mediatamente. Pero una vez más la ley se ha quedado diminuta ya 

que la norma es única y no señala ninguna consecuencia al ejerci­

cio del recurso. Ni señala ningún plazo. Evidentemente el Tribu -

nal podrá confir~ar, 80dificar o revocar la sentencia que revisa. 



IV 

JURISDICCI0N ESPECIFICA 

PROCEDIMIENTOS ESPECIALES.- Existen una serie de procedi-

mientos específicos en la ley, sumamente extraños, llenos de va -

cíos increíbles , que analizarereos inmediatamente. 

Los procedimientos especiales son: a) el de la amonesta -

ción ; b) el de la suspensi6n previa; c) el de la declaraci6n de 

incap acidad ; d) el de la rehabilitaci6n ; y e) el de la nulidad de 

sanciones. 

El procedimiento de amonestaci6n plantea las siguientes 

variantes : 1) Cuando en la demanda presentada ante la Junta se pi 

diere la sanci6n de amon estaci6n ) l a Junta oyendo a l demandado con 

la sol a comprobaci6n del hecho resolverá sobre la procedencia y 

en c aso afirmativo comunicará por escrito l a amonestación al in -

fractor deb iendo además certificar la actuaci6n al Ministerio de 

Educaci6n en cumplimiento del Art. 68 de la Ley ; 2) Cuando el in-

fractor es sorprendi do en flagrante f a lta o esta l a cometiere en 

clejercicio de sus funciones podr¿ el Ministerio de Educaci6n o 

el Dire ctor de quien dependa éste r e solver sobre l a amonest aci6n 

y comunicarla a l educador, a la Junta y al Ministerio de confor -

mi dad con el Art. antes citado. 

De acuerdo con el Art.77 de la ley de la resoluci6n en 

BIBl!OTtC .A CENTRAL 
UNIVE:P~II ' "'l . :··l :". S '>L\I .. OOR 
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que se lmpong a una amonestación no habrá recurso alguno. 

Evidentemente nos encontramos acá ante una relación mera­

ment e administr at iva. Ver nuestro comentario ba jo el títu lo "Ambi­

to Materi a l de Va lidez" . 

El procedimiento de suspens i6n previa consiste en que 

cuando la permanencia del educador constituyere peligro para el 

ejercicio de las labores o fuere s orp r endido en fl agrant e falta 

que se considere de gravedad su superior jerárquico podrá acorda r 

sin ningún tr ¿mi te la suspensión previa del infractor. Pero en e~ 

t e caso e l sup erior jerárquico de acuerdo con el Art.7 8 de la ley 

est á obligado a demandar den tro de los cinco días siguientes a l a 

de la suspensión a l educador ante la Junta corre spondiente, la -

cual ¿n v ist a de la demanda y averiguaciones de l caso resolverá so 

br e l a procedenci a y si encuentra justificada l a suspensión man­

dará que continúe, c a so contrario ordenará el reintegr o del edu -

cada r. Sin perjuicio de 10 di spuesto el educador suspendido tiene 

derecho él pedi r ante la Junta, según la misma d isposi ción, en su 

segundo inciso J a efecto de que esta califique la procedencia o 

no de la suspensión. 

Existen adem ás l as siguientes hip6tesis especiales: a) en 

tode caso la suspensión deberá acordarse en cualquier momento si 

e l cargo que se l e imputa al educ ador constituye delito y fuere 

dec r e t ada su de tención y b) cuando la suspensión se produce sin 
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r e spons abi lidad para el educador , que es el caso comprendido en 

el Art.30 y siguiente s de la ley. 

El procedimiento de declaraci6n de incapacidad tiene a su 

base l as caus a les sefialadas en el Art.25 de la ley: a) los que p~ 

dezcan de enfermedad infectocontag iosa u otr a que a juicio de pe­

ritos represente grave peligro para los educandos o los imposibi­

lite para e l ejercicio de la docencia y;b) los que no se encuen -

tr en en el pleno go ce de sus f acultades ment a les. La de claraci6n 

de i nc apacidad deberá solicitarse por escrito ante e l Tribunal de 

l a Carrera Docente exponiendo l as razones que se tuvieren para p~ 

dir l a de cl aratori a y la consiguiente separaci6n del cargo. El 

Tribun a l po¿rá incluso de oficio declarar la incapa cidad y reco -

ge r a su prudente arbitrio l a s pruebas que juzgar e pertinentes. 

El proced imiento de r ehabilitaci6n permite al educador 

reincor porars e a l e jercicio de l a carre ra docente para lo cual 

t endrá que pedirle al Tribun a l por e scrito, exponiendo las razo -

nes que leasisten para ser rehabilitado. De dicha solicitud el 

Tribunal dará conocimiento al Ministerio de Educaci6n y a las or­

ganiz aciones gremiales magisteriales, leg a lmente reconocidas, pa 

ra que dentro de treinta días se opongan o no a l a rehabi litación ; 

tr anscurri do e se t é rmino se abrirá a prueba por ocho días para 

r ecibir l as pruebas que presenten l as partes y las que e l Tribu -

n a l tenga a bien recoger. 

En caso de ser favorable la s entencia el Tribunal decidi-
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rá sobre l a s condiciones de ingreso del rehabilitado . 

El procedimiento de nulidad de sanciones p arte de que to­

da sanción impue sta por procedimiento difer ente al que la Ley en 

coment ó s efial a; s erá nula. 

El pe rjudicado puede recurrir al Tribunal de la carrera 

docen t e dentro del pla zo perentorio de tres meses cont ados a par­

tir de l a f e ch a en que s e l e notific6 l a s anción, que se declare 

l a nulidad de e s a s anción y que s e le cancelen a cost a de l a auto 

r i dad r e s pons able los sueldos y emolumentos de jados de percibir , 

que s e l e r estituya a su ca r go o emp leo y cas o de no s e r posibl e 

a otro de i gual s ue ldo y cat egoría. Además a que se l e r e inscriba 

en e l Reg istro de Educador es. En este caso la Ley seña l a form a su 

mari a par a proc ede r. 

¿Que quis o de cir l a l ey con forma sumari a ? Ev i dent emen te 

no s e r efier e a j u icio sumario. ¿Que rrá decir sumari amente? Pro -

bab l emente si. A nuestro juicio debe r á ap licarse e l Art . 979 Pr. 

que ¿ ice : Cuando la ley no or den a que s e proce da en juicio sumario , 

sino so lo con conocimi ento de caus a , o que s e justi f i que a l guna 

e spec i e sumari amente , como cuando un curador es peci a l o un depos! 

t ari o judi ci a l se excuse y otros casos seme jantes, no h ab rá tr as 

l ado y s ol amente se recibirá la prueb a con la citación debida den 

tr o de l t ~ rmino de ocho dfas y vencidos , se resolve rá l a gestión 

o e s peci e cuestionada de l a manera establecida en e l Art.975 Pro 
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Ahora bien, el funcionario responsable deberá cumplir l i 

sentencia del Tribuna l de la Carrera Docente dentro de tres días 

siguientes a la fecha en que s e le notifique. Si no cumpliere con 

la sentencia en el término indicado quedar! incurso en una multa 

de cien a quinientos colones que hará efectiva l a autoridad supe­

rior en grado, sin perjuicio de las responsabilidades penales que 

le corresponde. 

La certificación de la sentenci a tendrá fuerza ejecutiva, 

Cabe seHalar que este es el anico caso en que esta defectuosa ley 

hace alusión a la fuerza ejecutiva de sus sentencias. 

LOS SUJETOS ESPECIFICOS.- Los Tribunales que la Ley con -

templa son dos: a ) El Tribunal de la Carrera Docente y;b) Las -­

Juntas de la Carrera Docente. 

El Tribuna l de la Carrera Docente estará form ad o por tr e s 

mi embro s propietarios y t res miembros suplentes. Los miembros pr~ 

pietarios serán electos de l a siguiente manera: uno será nombra -

do por el Ministerio de Educ aci6n, otro electo por los educadores 

a l servicio del Ministerio de Educación y otro que será nombrado 

conjuntamente por los miembros ya nombrados; en caso no se pudie­

ran poner de acuerdo dentro del plazo de quince dras contados a 

partir del nombramiento del último de ellos, lo hará la Asamble a 

Le g islativa con los dos tercios de los diputados dentro de los 

quince días siguientes . Los suplentes serán designados de la mis-
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rna forma. El tercer miembro propietario o suplente tendrá que ser 

necc5ariamente abogado de la Rep6blica. Ni propietarios ni su 

plentes podrán ser reelectos. 

Los miembros del Tribunal durarán en sus funciones tres 

años y no podrán ser removidos si no es por causa justa y median­

te la resolución de la Corte Suprema de Justicia que procederá su 

rnariamente de oficio o por denuncia. La ley omite señalar cual es 

una causa justa y se presume que quedará a juicio de la Corte es­

timar cual causa es justa y cual no. 

Los miembros del Tribunal docente elegirán de su seno a 

un Presidente y tomará decisiones con dos votos uniformes. 

El Art.90 señala las facultades y atribuciones del Tribu -

nal asi: a) Resolver los recursos que se interpusier n contra las 

resoluciones de la Junta de la Carrera Docente; b) Conocer el Re­

curso de Nulidad de las resoluciones del Ministerio de Educación 

contemplados en la ley; c) Conocer sumariamente de las dern§s re -

claDaciones que se hicieren contra la Junta de la Carrera Docente 

y autoridades de Educación por contravención a la Ley; d) Conocer 

de la rehabilitación de los Educadores para el ejercicio de la Ca­

rrera Docente; e) Evacuar las consultas que se le hagan sobre la 

aplicaci6n de la Ley; f) Asesorar los proyectos de Reglamentos ne 

cesarios y convenientes para la mejor aplicación de la Ley; g) Di 

rimir las competencias que se susciten entre las Juntas de la Ca­

rrera Docente; h) Llevar un Registro en el que consten todos los 
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datos prororcionados po r las Juntas de la Carrera Docente y ccn~ 

cer de los recursos oue se internusieren de las resoluciones del L _ 

Tribunal Calificado r. 

La s Juntas ~c l a Carrera Docente estará integrada por --

tres m ie~bros propietarios y tres suplentes~ quienes durarán ---

tres años en sus funciones, pudiendo ser reel e ctos. Dichos miem-

bros deben ejercer l a do cencia en l a circunscripci6n r e spectiva. 

Serán nombrados uno por las autoridades de Educaci6n, otro por ~ 

l e cci6n de los educadores que trabajan en la res pectiva circuns­

cripci6n y el tercera nomtlrado por el Tribunal de la Carrer a Do-

ce~ t e a propuesta de los otros ~os miem~ros ; si se pusieren de a 

cuerdo en el término de diez días, ce lo contrario lo nomb rará 

libremente el Tribunal. 

Son atribuciones de l a s Juntas: a) Informar semestralmen-

te a l Tribunal de la Carrera Docente de to dos los casos que les 

h aya tocado resolver ; b) conocer en única instanci a de los casos 

de amonest a ci6n ; c) conocer en pr imera instancia de los demás ca 

sos de sanciones establecidas . 

Eabrá una Junta por cada circuito mag isterial de acue r ¿ o 

a l a organización técnico administrativa establecida por el Minis 

terio de Educaci6~. 

Ante esos organismos únicament e po~r¿n demandar según lo 

est ab lece el Art.57 el ~inisterio de Educaci6n, las Organizacio -
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nes gremiales legalmente constituidas, y cualquier educador. 

La falta de coherencia ce l~ ley produce una serie de con 

tradicciones entre los procedimientos que emplea. Ya hemos apunt~ 

do como en algún momento habla de juicio sumario, en otro de for­

ma sumaria, en otro de sumariamente. 

Por otra parte entre las atribuciones de la Junta señala 

algunas que no tienen procedimientos señalados.El recurso de revi­

sión contemplado en una sola disposición establece un vacío que 

se debería lJenar. 

Al no solucionar esas contradicciones el sistema que la 

ley emplea adolece de defectos técnicos que en el capítulo final 

de esta Tesis desarrollaremos extensamente. Acá solamente cabe se 

ñalar que en verdad la ley c arece de sistema. En algún momento p~ 

rece que el legislador pretendió adherirse a la relación laboral, 

en otro que a lo contencioso administrativo, en otro que a los 

simplemente administrativo, en otro que a ninguna relación, lo 

cual crea realmente contradicciones como las que antes apuntarnos. 
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JURISDICCION EXTRAORDINARIA 

EL JUICIO DE AMPARO CONSTITUCIONAL . - La Ley de Procedi -

mientos Constituciona les en el Artículo 12 establece: Toda per -

son a puede pedir amp~ro ant e la Corte Suprerea de Justicia por -­

violación de los derechos que le otorga l a Constituci6n Política. 

La acci6n de amparo procede contr a toda clase de acciones u omi­

siones de cualquier autoridad, funcionario del Estado o de sus -­

organismos ctescentralizados que viole aquellos dere chos u obsta 

culice en su ejercicio. La acci6n de amparo únicamente podrá in­

coarse cuando e l acto contra el que se reclame no puede subsanar 

se den tro ¿e l r e spectivo procedimiento mediante ot r o r e curso. 

Por otra parte e l Art.13 de la misma Ley reza así: El -­

juicio de Amparo es improcedente en asuntos judici a l e s puramente 

civ i l es, comerciales o l abor a les, y r e specto de sentenci a s defi­

nitivas ejecutoriadas en materi a penal. 

El Art.22l de la Constitución es tab l e ce: " Tod a persona 

puede ped ir ampar o ant e la Corte Suprema de Justici a por viola -

ción de los de r e chos fiue l e otorg a l a presente Constituci6n!! . 

Ac?.so e l problema fundamental en cuanto a técnica jurídi 

c a que se plantea con ocasi6n de 12. Ley que coment amos es l a p:-~ 

cedenci a o me nos de l Amparo Constitucional. 
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y af irmamos lo anterior porque de su solución dependerá 

de una forma u otra la eficaci a de la ley , el destino del Tribu­

nal de la Carrera Docente. En este caso además, el análisis juri 

dico no tendrá relación con imperfecciones de la ley, sino que, 

con criterios e speci ale s del máximo Tribunal que en materia j~-­

risdiccional existe en la República. 

No se escapa a nuestra visión l a plena conciencia de que 

al menos teóricamente el juicio de amparo representa e l máximo 

esfuerz o estatal de sobreponer lo jurídico a lo factual, lo jus­

to a lo arbitrar i o, el derecho a la fuerza. Pero tampoco escapa 

que una incorrect a aplicación de la Ley de Procedimiento s Cansti 

tucionales puede fácilmente transformar el juicio de ampar o en 

una fuente de arbi trari ed ades, y en vendero de oportuni ~' : - - "" poli. 

ticos. 

Desde luego, la cuestión no es fácil. Pero an te todo de­

bemos tener muchas veces presente que a pretexto de salvaguard~~ 

'1 Los derechos cons t i tuc ianales n, como con toda j us t e za ha di cho 

el doctor Mario Antoni o Solano, se viola l a misma Constitución. 

Se referta el doctor So l ano, precisamente a determinadas Actitu­

des de l a Sala de A.mparos de l a Corte que al declarar proceden t e 

e l Amp aro a sentencias del Tribunal, en verdad, violaba e l Ar t . 

:71 de nuestra Constitución, al ab rir juicios fen e cidos. 

Examinemo s algunas situaciones concretas que se han pre­

sentado en l a corta vida del Tribunal de la Carrera Docente. 
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CASO 1.- El señor X demanda an te la Junta de la Carrera 

Docente, la dest ituci6n del señor y~ a base de lascausales a) d) 

y t) de l Art . 37 de la Ley de Profesión de Maestro. 

El señor Z en representa ci6n de l Ministerio de Educación, 

demanda también con posterioridad al señor y? con el mismo obje­

tivo. La Junta sentenció destituyendo al s eñor Y después de ha -

ber acumul ado los dos ju i cios. 

El tribunal de la Carrera Docente,conoci6 en grado y 

confirm6 l a sentenci a de primera instancia. 

El señor Y inició Juic io de A~paro contra e l Tribunal , 

pidien~o que l as cos as quedaran en estado en que se encontraban 

antes de cometerse el acto en recla~o . 

La Sa l a , de Amparo s de la Corte Suprema de Justicia, ad­

mit ió la demanda, se tuvo por parte al actor, s e ordenó suspen­

der provisiona l mente e l ac to reclamado,ordenado e l trámite co -

rl'es pondiente. 

La doctrina sentada por ese Honorable Tribunal es lite­

ralmente la que s i gue: n!lI1!l'''' l'l ntr!!¡¡¡n ' III. - Esta Sala e stá de a -

cuerdo con la opinión del Piscal de la Corte,expresada a fs.99, 

de que procede e l amparo solicitado, porque de l a prueba testi­

monial y documental que obr a en autos aparece que no se le di6 

a los actores oportunidad de presentar prueba en apoyo de sus 

pretensiones. 
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Efectivamente, con l a s declaraciones de los testigos N. 

N .... ... .. y N....... .. N ....... .. de fs. 44 a 47, que 

form an plena prueba de conformidad al Art . 321 Pro se ha proba­

do que en el proceso de despido a que se a lud en los autos el -

tribunal que administraba el proceso se negó a hacer una repre­

gunta a los testigos de cargo , aduciendo que no tenia relación 

en el juicio, lo que no era cierto. 

Tambi én d e la certificación de fs. 85 a 95 V. resulta 

probado Que a tr e s testigos presentados por el apoderado de los 

actore s , no se les hicieron algunas preguntas del cuestionario 

p r esentado, aleg ando que los testigos ya habían respondido a e -

sas preguntas en el juicio; y es a raz6n, suponiendo que fuera. -

cierta no era motivo l egal suficiente para no hacer las pregun -

tas o 

Los anteriore s hechos constituyen una violación del Art. 

65 de la Ley de la Profesión ¿el Maestro y de los Arts.24l y 

308 Pr.) en virtud de que, como hemos dicho, las razones aduci -

das por el tribunal que recibía l a prueba , para las ne gativas -

que se han consi derado, no tienen base juridica ni leg al. 

Conviene añadir a lo anterior que las preguntas y repre­

guntas omitidas, debían de habel~~ hecho, para que el tribunal 

que canoera de la denuncia pudiera formarse la convicción moral 

que prescrib e el Art.69 de la Ley de la Profesión de Maestro --
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referida, siendo por 10 tanto ese p recepto otro de los violados 

por la au t oridad demandada. 

Por si , los hechos r e l acionados no fu e ren más que sufi­

ci entes para dictar el amparo impetrado, en el proceso de que ha 

bl a se ha producido otr a violación de la Ley, de igua lo mayor 

s i gnificado que l as otr~s de que nos acabamos de ocupar, nos re 

ferimos 3. la acumul ación de los dos procesos ce Despido en con­

tra de l Profesor N ... N ... 

Ta l a cumulación care ce de j ustificación lega l pues no 

s e encuentra comp r endido el caso de autos dentro de los precep­

tos de lo s Arts. 544 a 546 Pro 

En primer lugar, no es cierto como lo pretende la auto­

ridad demandada a fs. 17 v. , que fuera procedente de cret ar de 

ofici o dicha acumul ac ión, daco que no existe ninguna disposición 

legal. que asI lo ordene; por ello lo procedente era lo contrario, 

que únicamente podIa efectuarse dicha acumulación a instanci a 

de parte, tal como ]0 prescribe el Art.544 Pro Por otr a parte, 

los juicios acumul ado s no se encuentran comprendidos dentro del 

ámbi to de los Arts. 544 y 546 Pr., puesto que no es cierto, como 

lo aduc e l a autoridad deman dada en los mismos folios citados, 

que entre es os juicios exista identidad de personas y acciones, 

ni tampoco esas acciones p rovienen de la misma causa; esto es 

10 que se de spr ende de l as probanzas de autos de fS.90 y 92. 
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Es a circunstancia de la ilegal acu~ulaci6n de autos, ha 

sido impugnada por los actores como violatoria de la garantia . --

constitucional consi gnada en el Art.164 C.P. , de que una persona 

no pue de ser enjuiciada dos veces por la misma causa. 

Esta Sala no está de acuerdo con ese plantea~iento, en 

virtud de que no eS cierto que esa acumulación constituya un do-

ble enjuiciamiento por la mi sma raz6n 9 como ya vimos. 

Pero ese mal enfoque de la cuesti6n no constitur~ 7~~ 

que un error de derecho que puede ser subsanado por ese Tribunal 

de conformidad con el Art.80 de la citada ley de Proced imientos 

Constitucionales, pues e s obvio que esa ilegalidad encaja perfe~ 

tamentc como una violaci6n de l a otra garantia constitucional in 

vac ada por esa parte, o se a la del vencimiento en juicio confor-

me a la Ley, contempla en el mismo articulo constitucional. 

En consecuencia, procede declarar que hay luga r al ampa -

_ ro impetrado. "l!;¡II!?!l ! lflll1! 'I!¡Hnl1¡,.¡"" 1l • 

El Tribunal de la Carrera Docente, tiene l a siguiente 0-

pini6n, sobre lo. procedencia en principio del juicio de amparo: 

""""!!T1tltltlllltlfll" 1 . El Juicio de Amparo es contra acc i ones u omisio 

ne s ne autoridade s o funcionarios que no ejercen juris dicci6n; 

la de este Tribunal fue creada de conformidad al Art . 47 No .13 de 

l a Constituci6n Politica y a s i 10 dispuso el legisla~o r secunda-

ri o en el Art.SO de l a Ley de l a Profesi6n de Maest r o . 
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~e s entencias . Pero el artículo 69 aparece concor dante con el ar 

tículo 63. 

¿Qu§ pr ado l e corres ponde a l a confesi6n, o a la prueba ~ ~ 

r ici a l o a la do cument a l 

No l o s ab emos, p orque el famoso incis o segundo del artícul o 

65 se remite al p r oce ¿ imiento civil, únicamente en cuanto a dili -

gencias de prueba y la forma de vertirlas. 

A mi juicio, de bería promulearse una nueva ley que coloca­

ra al Mae stro como sujet o de una actividad jurisd icci onal. 

Dich o de otra forma, así como los trabajadores obtuvieron 

por fin un siti o, J es de el punto de vista jurídico, más o ~enos se 

guro , dentro del Poder Judicial, así los maestros deberán estar co 

l ocados en un lUf ar semejante. 
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dad de las relaciones y situacione s que habrán de re g l a rse todo , 

hasta el secreto temor de la cl ase eohe rnante a e ar antiz 8r n aema -

siadc" los :ierechos de l maestro, h an contribuido al mantenimiento 

~e esta situaci6n oscura, v acilante, proclive a conflictos extra -

fios y arb itrarie~a¿e s. 

¿Porqué la ley en l os ar tículos 61 y siguientes únicamente 

hiza r efe renci a a la nrueba pericial y testimQnial~. 

¿Por qué s e refirió a l hecho o acto que pue de repetirse mu 
. -

chas veces y exigió en ese caso tres testigos, cuando en el artícu 

10 an terior había s eñal ado expre s amente que al juz r,ado r no habrían 

de imnortarl e el número de testi gos? 
1 V 

¿ y por qué ahí mismo hab la de plena prueb a si e l pro cedi-

mi ento parece estar imp re gna~o de adi ci ones a l a sana crítica? . 

¿P er qué e s e inciso segundo ¿e l artículo 65, complet amen-

'l e ininteligible.?"" !? """" .A.r t.65. -En 10 que no e stuviere expresa-

mente preceptuado resp ecto a las diligencias de prueba se efectua­

rá en la forma que pr escribe el Códi go de Proced imientos Civiles". 

nntfnnn""n!tnu 

Es que el legisl ado r buscaba confundir a l a s partes de l 

p roceso, que buscaban estructura por una ley , a p ropósito llena 

de vacíos y contradicciones. 

¿S erá una excepción al Artículo 69 a cual quier otro tip e 
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CRITICA GENERAL 

1.- La l ey que he intent ado analizar, tiene desde el punto ' 

de vi sta técnico muchísimas deficienci as . Una vez más la norma ju-

rí dic a ha corr i~o l a f arnc s a suerte rle ganar en extensi6n 10 que se 

p i e r de en p r ofun ¿ i darl . 

De n Rda servirí a de cir en e ste c a so oue gris es toda norma 

y que ve r ¿c y fr ondoso e s el á rbol de la vida , p0rque por una par-

te 1 8 ley nc es l a concr e c i 6n ~e nin?Gn p rincipio te6rico, sino 

má s bien un conjunto de pequefio s bodrios juríd icos que brot aron de 

la ment e de un l eg islador i ncapa z y ap resurado, cuyo máximo objeti 

v o fué e l de dar una l ey por dar la, e l ~ e cumplir un compromiso p a 

ra apaci gua r l e ir a de un gr em i o des es pe r ado y por otra está t an 

le j an a de l a v i da jurf¿i ca o r ea l que e l cubrir e l vaci o que los . . .. 

s epar a i mp licarí a l a emisi6n ~e una o má s leyes ad iciona les. 

Ta l vez l a Gnic a excus a s eri a l a de que hay leyes peores. 

Pe r o en tonce s muy b ien podr í a r e cor darse el conocido pro-

ve r b i o que nos hab l a del ma l 2e muchos. 

La aus enci a de un C6d i eo Admi nistrativo , las graves difi 

cul t a¿e s par a pr ecis ar l a n atur a l e za de l ámbito ma terial de las 

nCTTIla S con t enc i os ( ,s en f unc i 6n de l a adminis trac ión, la mul tip 1 ici 
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titucional, o violatori c de preceptos constitucional es.-etc. l1 

Ifll. A su vez el arto 31. de la Ley de Procedimientos Constituciona-

l es , señala que El juicio de Amparo terminará por sobresei 

miento en l os cas os siguientes : a) Por no rendirse prueba s ob re la 

existencia del a cto reclamado, cuando aquélla fuere neces aria ; etc . 

. . . ,,, ¡ 11 Terminar á, quiere cie c ir que e 1 s obres e imien to es equi valen­

te a una sentencia def initiva, y las sentencias def initivas produ­

cen efectos de c o s ~ juzgada; en c on secuencia l os miembros de este 

Tribunal están siendo juzgados. dos veces por la misma c ausa, lo 

c. ::. ~. ~. c :.; c C::"'.'.: r c.'.: - :~.::. :·lr:>:. '.::":):o constitucional de l Art .164 parte fi 

n 2. l ... c,el inciso primero que él la letr a dice: ;;IIHIIl!1! IIIINinguna 

persona puede ser privada de su vida, de su libertad, ni de su 

propio lad o posesión, sin ser previamente oida y vencida en juicio 

con arreg l o a las l8yes; ni pue de ser enjuiciada cos veces por la 

misma c aus a, etc. !tI"""t n 

De l o c ontrar io, de admitir por segunda vez l a misma derean 

da , el r e curren t e podria hacerlo cuantas veces se le ocurriera con 

el consigui ent e de terioro de l a seriedad que los Tribunales de la 

República deben mnn tener IIltll!!It!!It'! ···" ' :lllt lfl'IlIt "!!II! "'1I 

Tenro para mi, que en pr i me r lugar e s altamente discuti -

bIc que pro ceda e l juicio de ampaTo en estas sentenci as, y en se­

gundo que es ind iscutible que la Sala no tiene jurisdicci6n para 

conocer e l fond o de l asunt o . 
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amparo de fl a misma resolución. 

La Sala admitió de nuevo la misma demanda, y en su gran a-

fán de suspender actos reclamados del Tribunal, volvió a ordenar 

la suspensión de ese acto. ¡Ah señores Magistrados 

Má~ tarde el Tribunal recordó a l a Sa la que no era muy co 

rrecta su actuación, esta se vió obligada a r ectificar y ¡Tuvo 

que sobreseer de nuevo en nnuevo ~¡ juicio 

En esta ocasión el Tribunal de la Carrera Docente, se ex-
I 

prcsó en los siguientes términos : :l""lIl!l! l11I111'"""I!II"Ap.:lrece ele autos 

que el actor dejó transcurrir el término probatorio sin aducir --

pruebas s obre la existencia del nct o recl amado por 10 que es proc~ 

de~te terminar el juicio por sobreseimiento, con l as consecuencias 

legales, en apli cación del caso 40 . del Art.31 de l a Ley de Proce-

d imi entos Constituci onales. Por tanto, la Sala sobre see el juicio 

revoca l os autos de fs. 3 y 8 en l o a tinente a l a suspensión del 

ac t o reclamado , conde na ~ 1 qctor en costas, daños y perjuicios, --

manda que se comunique esta res olución a l Tribunal demandado y que 

se notifique. 

Según 10 establecido en e l Ar t. 81 de la Ley de Procedimie~ 

t os Constitucionales 11 """ La sentencia definitiva en los procesos 

mencionados en el ar tícul o anterior produce l os efectos de cosa 

~ uzg ada contra t od a pers ona e funci onario, haya o no intervenido _J_'-__ .. 

en el proces o , sól o en cuanto a que el acto reclamado es o no cons 
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ci6n no era correcta, el demandado no había sido vencido en jui-

ci o conforme a la ley. 

Por otra parte, la Sala plantea qué preguntas debe hacer. 

Llega la Sa la al colmo realmente increíble de señal a r lo ne cesa-

rio Dara que el Tribunal se forme convicci6n moral. 

Evidentemente la Sala está conoci endo el fon do del asunto; 

y entiendo que la Sal .::t ele Amparos (le esa manera, esU~ rebasando 
/ ~ 

su comp e tencia y en cierto moJo, ie desnaturaliza el juicio de 

Anlparo. 

¿ Qué e s el Amparo entonces . Otra instancia , l a nega -

ci6n de l e st ado de las sentencias, la f aculta2 omnipotente de ra~ 

ga r los principios constitucion~ les para abrir juicios feneci dos . 

c~so 2. Con fecha 11 de diciembre de 1973 el señor X so -

licitó amp aro Ge una resolución por medio de l a cual el Tribuna l 

de la Carrera Do cent e orden6 que S E declarara nulo Acuerdo Ejecu-

tivo por medio del cual se le nombró Director de la Escuela T. 

Ls Sa la admitió la deman¿a~ orden6 la suspensión de l acto 

reclamado, etc. etc. 

El actor no pres ent6 ninguna prueba, abandonó su a cci6n y 

e l juicio fue s obreseí do . 

Con fecha 25 de abr il de 197 4 el mismo señor X solicitó 
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11.- El Juicio de f@paro es procedente contra acciones u 

omisiones ; pero no contra sentenci a s definitivas pronunciadas -­

por un Tribunal que ejerce juris dicción y que conoce caso prese~ 

te de un juicio de nuli ¿ad cuyo procedimiento 10 establece la Ley 

de la Profesión de Mae stro (Art.26 L.de la P. de M.) 

111.- En uso de sus facultades legales Art.90 lit.B de 

l a citada ley , el Tribunal ha decretado la nulidad de un nombra­

mient o emitido por el Ministe rio de Educ ación. 

El pe ticionario hace descans ar su acción en de rechos que 

nunca han estado en juego en este juicio (vida , libertad, honor, 

trabajo, propiedad o po s es ión) ror l o que l a demanda car ece ¿e u 

na de las forma li dades del Art.1 4 Ley de Procedimientos Constitu 

cionales. 

1V.- No h ay viol ación a ninguna gar antía constitucional 

y lo único que se ha hecho es cumplir con 10 dispuesto en l a Ley 

res pectiva por 10 gene ral que neg amos en toda s sus partes los he 

chos alegados por e l demandante . ============== 

He ¿e hacer notar ~ue, l a doctrina s entada por l a Sal a de 

Amparos, e s en mi humilde opinión un a ~~~~st~uosid~d jur idica. 

Veamos po r qué: la parte demandante alegaba que a l acumu­

l ar l os do s procesos, el demandedo e staba siendo enjuiciaJo dos 

veces por l a misma caus a. La Sala p lanteó que como la acumula· 


